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Toca número 19/19

1
Segunda Sala


      
San Luis Potosí, S. L. P., a 04 cuatro de marzo de 2019 dos mil diecinueve.

V I S T O, para resolver el Toca número 19/19, relativo al recurso de apelación interpuesto por el Defensor Particular así como por la Representación social, inconformándose con la SENTENCIA CONDENATORIA dictada en contra de  ELIMINADO, por el Juez Quinto del Ramo Penal de esta Ciudad Capital, en fecha 10 diez de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, por el delito de HOMICIDIO POR CULPA, dentro de los autos del proceso número 149/2014;

R E S U L T A N D O


1. La resolución que por esta vía se impugna, contiene los siguientes puntos resolutivos: 
“PRIMERO. Este Juzgado Quinto de Primera Instancia del Primer Distrito Judicial en el Estado, resultó competente para conocer y resolver esta causa penal. SEGUNDO. En autos quedaron plena y legalmente acreditados los elementos constitutivos del delito de HOMICIDIO POR CULPA, previsto y sancionado por los artículos 107, 7º párrafo tercero y 62 del Código Penal vigente en el momento en que acontecieron los hechos. TERCERO.  ELIMINADO de las generales conocidas en autos, es penalmente responsable del delito de HOMICIDIO POR CULPA, cometido en agravio de quien en vida se llamara  ELIMINADO CUARTO. Por la comisión de tal ilícito, circunstancias de ejecución y personales de  ELIMINADO se le Impone la pena de 1 UN AÑO 4 CUATRO MESES de prisión ordinaria y sin que sea el caso condenarlo a suspensión de derechos para conducir vehículos de motor, en virtud de que no se acreditó la conducción del vehículo sea la profesión u oficio a que se haya dedicado el sentenciado. QUINTO. Se concede a  ELIMINADO el beneficio de la suspensión condicional de la pena de prisión, previa fianza que otorgue por la cantidad de $7,000.00 (SIETE MIL PESOS 00/100 M.N.), suma que el sentenciado deberá remitir una vez que haya causado estado, al Juez de Ejecución, tal y como lo ordena así el numeral 53 BIS fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado y 491 de la Ley de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Estado; previo al pago de la reparación del daño, quedando el sentenciado sujeto al cuidado y vigilancia del Juez de Ejecución una vez que el presente fallo haya causado estado. Debiendo comunicar en términos del artículo 490 del Código Procesal Penal aplicable al caso que nos ocupa, al sentenciado que cuenta con un plazo de treinta días naturales para adherirse al beneficio concedido, que correrán a partir del día siguiente al que se le notifique que ha causado ejecutoria la sentencia. SEXTO. Se condena al sentenciado  ELIMINADO al pago de la reparación del daño, proveniente del delito de HOMICIDIO POR CULPA, por la cantidad total de $220,310.00 (doscientos veinte mil trescientos diez pesos 00/100 m.n.) que deberán entregarse a las personas que acrediten la calidad a que se refiere el artículo 23 del Código Penal vigente cuando acontecieron los hechos. SÉPTIMO. Se restituyen los derechos inherentes a propietario del vehículo participante en este delito penal, por ende, resulta innecesario que dicha unidad motriz cuyas características se detallan en el parte informativo y diligencia respectiva, sigan a disposición de este Juzgado, por lo que se ordena levantar el depósito judicial y restituir el goce de sus derechos a su legítimo propietario. OCTAVO. Instrúyase al actuario judicial adscrito, a fin de que notifique a las partes la presente resolución, así como a la parte ofendida haciéndoles saber el término de 5 cinco días que tienen para apelar la misma, en caso de inconformidad, y para el caso que interponga recurso de apelación, deberá de señalar persona y domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, aún las de carácter estrictamente personal en segunda instancia, lo anterior dentro de término mencionado con anterioridad que contará a partir del día siguiente de su legal notificación, debiéndosele apercibir que para el caso de no dar cumplimiento con lo anteriormente señalado, las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter estrictamente personal, se le realizarán en los estrados de la Sala que le corresponda conocer de tal medio de impugnación, en la inteligencia que de no hacer designación de abogado por parte del acusado, este juzgado les designará al defensor de oficio adscrito a la Sala que tenga a bien conocer del recurso interpuesto, lo anterior de conformidad con lo previsto por los artículos 361, 363, 365 fracción IV, 366 y demás relativos de Código de Procedimientos Penales vigente en el Estado”. 
 
2. Inconformes con la anterior resolución, tanto la Representación social como el Defensor particular del sentenciado, interpusieron en su contra Recurso de Apelación, que por auto de fecha 08 ocho de noviembre del 2018 dos mil dieciocho, fue admitido en AMBOS EFECTOS por el A quo; ordenándose la remisión del original del expediente a la Superioridad para la substanciación de la Alzada.

3. Por razón de turno, correspondió conocer del asunto a esta H. Segunda Sala, misma que confirmó la calificación del recurso en comento, el cual no fue impugnado por las partes, sin que tampoco ofrecieran pruebas dentro del término legal concedido para ese efecto, tal como se advierte en la certificación realizada en foja 6 vuelta del Toca, procediéndose a fijar fecha y hora para la Audiencia de Vista prevista por el artículo 379 del Código Procesal Penal del Estado, la cual se practicó a las 10:00 horas del día 15 quince de febrero del año en curso, atendiendo los lineamientos previstos por el numeral 382 del citado ordenamiento legal. 


4. Una vez instalado el acto, la Secretaría dio cuenta con la inasistencia de la parte ofendida, compareciendo exclusivamente el Licenciado  ELIMINADO, Defensor Particular del sentenciado  ELIMINADO  Acto seguido se dio cuenta con el oficio número 27/2019 presentado por la Representación social adscrita, en cuyo contenido expresó los agravios que a su parte correspondieron. A su vez, el Defensor Particular hizo uso de la voz para formular agravios que se transcribirán más adelante. Posteriormente la Fiscalía dio contestación a las manifestaciones de la Defensa. Finalmente el sentenciado  ELIMINADO, agregó: “Nada más quiero decir que respecto de la distancia entre el semáforo y el accidente no puedo ir a velocidad inmoderada, eso nada más”.

5. Declarado visto el asunto, se citó para resolver, turnándose el expediente a la Magistrada Ponente para proyecto de resolución; y,

C O N S I D E R A N D O


I. Esta Sala es competente para conocer y resolver el presente Recurso, de acuerdo con el artículo 116 fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 90 tercer párrafo y 91 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; artículos 3° y 4° fracción I y 25 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, así como los artículos 1° y 5° del Código Penal en vigor a la comisión de los hechos, en relación con los artículos 9° y 3° transitorio de la Ley Sustantiva Penal actual, y el numeral 17 del Código de Procedimientos Penales del Estado.

II. Esta Segunda Instancia, atento en lo previsto por los artículos 361 y 362 del Código de Procedimientos Penales en vigor, tiene por objeto examinar si en la resolución recurrida no se aplicó la ley correspondiente o si se aplicó ésta inexactamente, si se violaron los principios reguladores de la valoración de la prueba, si se alteraron los hechos o no se fundó o motivó correctamente, conforme a los agravios que se formulen, o en su defecto, suplirlos en beneficio del encausado.
III. Los agravios efectuados por la Defensa al desahogarse la Audiencia de Vista, fueron los siguientes:
“Estando en la audiencia citada para el día de hoy 15 de febrero del 2019 a las 10:00 diez horas, me permito formular conclusiones de inculpabilidad a favor de C.  ELIMINADO  en razón de que de acuerdo al estudio realizado en el presente expediente o causa criminal, se desprende dentro de las actuaciones la inculpabilidad de mi representado por las siguientes razones: en principio se puede dar cuenta esta Sala de que el hecho de tránsito o parte de accidente número 1013/2014, no existe la concordancia en cuanto al señalamiento de la distancia en que en forma imprudente  ELIMINADO   atravesó la calle donde fue atropellada por un vehículo sin constar que este vehículo fuera el del inculpado, este hecho de acuerdo al croquis ilustrativo que aparece a fojas 9 del expediente en que se actúa, no hay señalamiento de distancia donde haya ocurrido precisamente el accidente, o que asemeja a un hecho totalmente desconocido, por lo tanto, no se le puede dar valor legal a este reporte de accidente por las deficiencias del mismo. Asimismo y ya entrado en materia, se dio cuenta de un peritaje del C.  ELIMINADO, de fecha 3 de diciembre del 2014, y que aparece a fojas 98 a 106 del expediente donde indica claramente en sus consideraciones la ubicación precisamente del lugar de los hechos, en forma detallada y tal y como lo exige todo peritaje con fotografía de lugar de los hechos y para mayor referencia indica los arroyos de circulación que tienen estas vías donde se originó el accidente, ante esta circunstancia se detalla con toda certeza legal que la menor en forma imprudente atravesó la avenida donde fue atropellada sin ninguna precaución haciéndolo inclusive en forma rápida sin fijarse para el lado en donde cruzaba la calle si venía o no vehículo, pero lo más informal en la falta de estudio de la sentencia, es que la menor no iba acompañada de una persona mayor o adulto, para ingresar al arroyo de circulación vehicular que es necesario cuando una menor o menores cruzan los arroyos de las calles para no sufrir esta clase de accidentes, pero lo más indicativo de este peritaje y el cual el juez de origen no toma en consideración, es la forma o mecánica del atropellamiento que lo detalla con toda perfección el perito indicado, en su hoja número 104, donde indica que el peatón o la menor, no presenta huella de trauma reciente en sus extremidades inferiores, cadera, costilla, etc… Por lo cual ante el análisis efectuado por la doctora  ELIMINADO, que indica solamente al examinar el cadáver de la menor que presenta un traumatismo cráneo encefálico severo por lo que se estima que los daños que presenta el vehículo en la parte frontal no intervienen en el atropello, tal y como lo establece el reporte oficial, es necesario que se tome en consideración por esta sala estos argumentos y más aún el peritaje rendido por el C.  ELIMINADO  ya que contiene todas las técnicas exigidas en un peritaje, y que traen como consecuencia, que en principio de cuentas el C.  ELIMINADO, no intervino en forma directa en el atropellamiento de la menor sino que éste fue a consecuencia de un hecho anterior al accidente tal y como lo declara la C.  ELIMINADO, testigo presencial de los hechos y que compareció en forma voluntaria a testificar cómo fueron los mismos y que tampoco el juez de origen le da el valor legal a esta declaración señalando única y exclusivamente que no coordina entre la hora del accidente, su declaración y con lo que ella declara, circunstancia que después de tiempo que transcurrió por lógica no puede dar una hora exacta de cuando estuvo presente al momento en que se originó el accidente, en segundo término solicito de esta sala de estudio de los peritajes rendidos por los CC.  ELIMINADO, perito nombrado por el Juzgado en forma directa quien de acuerdo a sus manifestaciones en su peritaje sin acreditar ser perito o tener el nombramiento de perito por el Gobierno del Estado de acuerdo a su identificación única y exclusivamente señala cargo perito, adscripción, Dirección de Servicios Periciales, dice nombramiento de perito  A,
pero sin justificar su nombramiento, tal y como lo exige la ley, ante esta circunstancia se puede indicar que su peritaje carece de legalidad jurídica por no tener los requisitos exigidos por la ley. En cuanto al perito en discordia de nombre Licenciado  ELIMINADO  se puede señalar y se objeta el mismo en razón de que si bien es cierto en su hoja 235 del expediente original señala unas imágenes en los cuales supuestamente detalla la forma en como sucedió el accidente no concuerda legalmente con los hechos tal y como sucedió el mismo, en razón de que se vuelve a indicar si el golpe al momento del accidente ocurrió de acuerdo a su peritaje en la parte externa inferior de la menor, por lógica debió haber tenido lesiones en estas extremidades inferiores, lo que no acontece con la constancia médica de la doctora que indiqué anteriormente, por lo tanto este mismo dictamen se objeta por no estar elaborado conforme a cómo sucedieron los hechos, se vuelve a insistir y de acuerdo a los antecedentes del inculpado, no tiene él ningún hecho anterior que haya ocasionado el accidente ni mucho menos tiene antecedentes penales pero sí solicito a esta Sala tome en consideración de acuerdo a lo que se indica en sus generales es una persona dedicada a su familia que desafortunadamente al momento del accidente perdió su empleo como  ELIMINADO  y que actualmente presta sus servicios con el oficio de  ELIMINADO que tiene, pero sobre todo que se exente de cualquier responsabilidad en el accidente ya que en las actuaciones del expediente por la falta de interés jurídico desconociendo las razones de la parte ofendida, en este caso familiares de la menor, no tienen interés en que se resuelva este asunto, por lo tanto solicito que se absuelva de toda responsabilidad al inculpado ELIMINADO.
Por su parte, en uso de la voz durante la Audiencia de vista, la Fiscalía contestó:  “En este momento ratifico en todas y cada una de sus partes mi escrito de agravios presentado bajo el oficio número 27/2019 mismo que solicito a este Tribunal los declare fundados para modificar la sentencia condenatoria dictada a  ELIMINADO  el 10 de octubre del 2018, ahora bien en cuanto a las manifestaciones vertidas por la Defensa en este momento me permito señalar que las mismas se declaren infundadas por no asistirle la razón ya que en primer lugar, refirió que manifiesta sus conclusiones de inculpabilidad lo cual cabe señalar que el momento procesal para esa manifestación ya fue y tuvo su derecho antes de dictar sentencia condenatoria y las manifestó el ahora sentenciado en su momento oportuno, ya que en este momento nos encontramos para la manifestación de agravios y no para conclusiones de inculpabilidad, ahora bien y para señalar que la sentencia condenatoria que se impugna, se encuentra apegada a derecho respecto a la acreditación del delito de homicidio por culpa, en agravio de la víctima, asimismo se demuestra plenamente la responsabilidad del ahora sentenciado, toda vez que como bien lo señaló en este momento la defensa, consta en autos reporte de accidente realizado por peritos de Hechos de tránsito de Seguridad Pública Municipal, dictamen emitido por el perito  ELIMINADO, perito adscrito a la Procuraduría General de Justicia de Estado, ahora llamada Fiscalía General, y el perito tercero en discordia  ELIMINADO  dictámenes que como constan son coincidentes en señalar la responsabilidad del ahora sentenciado y que dichos dictámenes cumplen con los requisitos establecidos en el numeral 260 del Código Procesal Penal insistiendo que se demuestra con estos dictámenes la plena responsabilidad del sentenciado, al demostrarse que al conducir el vehículo de motor  ELIMINADO  sin falta de cuidado (sic) y falta de pericia a velocidad inmoderada atropelló a la ahora víctima de la cual a consecuencia de este hecho de tránsito perdió la vida, ahora señala la defensa que el juez no tomó en cuenta el peritaje rendido por  ELIMINADO, perito que fue ofrecido por el ahora sentenciado y por ende, sus servicios fueron pagados por el sentenciado, lo cual estamos que su dictamen pericial no fue de manera neutral en su determinación, aunado a contrario a lo que señala la defensa, dicho dictamen no cuenta con los requisitos que se exigen en el numeral 260 de la ley antes aludida y en cuanto al señalamiento de que el perito  ELIMINADO  no tiene un registro debidamente establecido, cabe señalar que obra en autos su número de registro como lo marca la Ley, en tal razón pido a este tribunal que se confirme la sentencia condenatoria dictada a  ELIMINADO, como responsable de delito de homicidio por culpa en agravio de la menor  ELIMINADO  y solo sea modificada en los puntos que la suscrita solicitó en su escrito de agravios”.
IV. Los agravios esgrimidos por la Representación social, fueron del tenor siguiente:

“Causa agravio a esta institución, el considerando CUARTO en relación con el resolutivo Sexto de la sentencia que se impugna, únicamente por lo que hace al monto al que se condena a  ELIMINADO por el delito de HOMICIDIO POR CULPA por concepto del pago de reparación del daño material y moral, que dictó el juez de la causa ya que vulneró el principio de congruencia previsto en los artículos 37 del Código de Procedimientos Penales, con relación a los numerales 22 al 28 todos los numerales anteriores de la Ley sustantiva penal vigente en el Estado, 500 y 502 de la Ley Federal del Trabajo reformada el 30 de noviembre del 2012 dos mil doce. El dispositivo 37 invocado, enuncia la obligación de los tribunales de pronunciar toda sentencia condenatoria en congruencia con la ley y con las constancias de autos. En la especie el A quo no obstante haber determinado de manera correcta que en autos se actualiza la materialidad del ilícito de  ELIMINADO, por el delito de HOMICIDIO POR CULPA, en su comisión, con lo que esta Representación social se encuentra de acuerdo y por tanto no existe agravio que hacer valer al respecto. Mas sin embargo al abordar lo relativo a la reparación del daño el inferior, solamente señaló en el punto cuarto, y en lo que interesa: “Se toma como base el cuádruplo del salario mínimo diario vigente al momento de los hechos en que ocurrieren los hechos que fue de $63.77 y se multiplicará por 750 días lo que da una cantidad de $191,310.00 por tanto se le condena al pago de la cantidad total de $220,310.00 por concepto de reparación del daño por el delito de HOMICIDIO POR CULPA, cometido en agravio de quien en vida se llamara  ELIMINADO De la sola lectura de este considerando se establece que no existe congruencia de la sentencia condenatoria emitida, ya que se le condenó por el delito de HOMICIDIO POR CULPA. Criterio que causa agravio, toda vez que el Juez fue omiso en pronunciarles en la condena al pago de la REPARACIÓN DEL DAÑO en el cual funda legalmente su petición conforme al artículo 20 apartado B ahora apartado C de nuestra Carta Magna Federal, 4, 6, 7 fracciones II y VI de la Ley General de Víctimas, 22 al 28 del Código Penal vigente en el momento del evento. Petición que se encuentra apegada a derecho y en la que se ordena la obligación que tiene el juez que emita una sentencia condenatoria, tendrá la obligación de condenar al pago de la reparación de daño y en base a lo anterior solicito que si bien es cierto que el Agente del Ministerio Público tiene la obligación de aportar las pruebas para cuantificar el monto a reparar, pero en el caso de que no hubiera las pruebas pertinentes, lo anterior no exime al Juez de cuantificar el monto a pagar por concepto, ya que en los casos de homicidio se tenía que ajustar a lo ordenado por el artículo 22 fracción III del Código Penal vigente en el momento de los hechos, en el que es claro que aún y cuando no se hayan aportado pruebas para comprobar el monto, basta con que se acredite que se privó de la vida a una persona, o que se comprobó plenamente en autos y por lo tanto el Juez Natural tiene la obligación de cuantificar el monto conforme a los artículos 500 y 502 de la Ley de Trabajo reformada. Y sin embargo aplicó inexactamente la ley al solo concretarse a resolver que el pago de la reparación del daño se haría conforme a lo dispuesto en el artículo 22 fracción II del Código Penal aplicable, sin tomar en cuenta que en el momento que sucedieron los hechos, el 15 de agosto del 2014, se encontraba vigente el Código Penal emitido mediante decreto 571, y por lo tanto los numerales que estipulaba lo concerniente al pago de la reparación del daño, eran los mencionados por el Agente del Ministerio Público en su pliego de conclusiones, ya que conforme al artículo 22 fracción III del Código Penal en vigor al momento del evento establecía: Fracción III. Cuando se trate de delitos que afecten la vida o la integridad corporal, el monto de la reparación se destinará atendiendo a lo dispuesto por la Ley Federal del Trabajo, para calcular la reparación que corresponda en aquellos delitos que afecten la vida, se tomará como base el cuadrúpedo (sic) de salario mínimo vigente al momento de ocurridos los hechos y se multiplicarán por el número de días que para el caso de indemnización por muerte establece dicha ley y además lo relativo a los gastos funerarios. El importe de ambos conceptos corresponderán a las personas que tengan derecho conforme a este capítulo. Artículo 23. Tienen derecho a la reparación del daño en el siguiente orden: I. El ofendido o la víctima. II. En caso de fallecimiento de la víctima u ofendido, el cónyuge supérstite o el concubinario o la concubina y sus hijos menores o incapacitados. Por lo que estaba obligado a aplicar lo ordenado por los artículos 500 y 502 de la Ley Federal del Trabajo publicada el 30 de noviembre del 2012, en el Diario Oficial de la Federación, la reforma a la Ley Federal del Trabajo que prevé: Artículo 500. Cuando el riesgo traiga como consecuencia la muerte del trabajador, la indemnización comprenderá: I. Dos meses de salario por concepto de gastos funerarios y II. El pago de la cantidad que fija el artículo 502. Artículo 502. En caso de muerte del trabajador, la indemnización que corresponda a las personas a que se refiere el artículo anterior será la cantidad equivalente al IMPORTE DE CINCO MIL DÍAS DE SALARIO sin deducir la indemnización que percibió el trabajador durante el tiempo en que estuvo sometido al régimen de incapacidad temporal. El juez no tomó en cuenta que al momento que sucedieron los hechos que se le imputan al ahora sentenciado se encontraba vigente como ya se argumentó el decreto 571 así como la Ley Federal del Trabajo reformada el día 30 de noviembre del 2012, siendo una de las modificaciones la de artículo 502, el cual corresponde al incremento en la indemnización por fallecimiento de 730 a 5000 días de salario mínimo vigente, en principio, es conveniente poner en contexto que de la lectura y análisis del artículo 20 apartado C fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que: el pago de la reparación del daño constituye un derecho humano reconocido a favor de la víctima o del ofendido, por la comisión de un delito. Que al emitirse una sentencia condenatoria, el juez no puede absolver al infractor de pago de dicha reparación y por ende, tiene el carácter de pena pública. De lo anterior resulta que para la procedencia de la condena al pago de la reparación de daño basta que exista una sentencia condenatoria para que surja el derecho de la víctima o de ofendido a obtener el resarcimiento que corresponda como consecuencia directa y necesaria de hecho ilícito. En ese sentido al resolver la contradicción de tesis 36/2008-PS la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que en materia procesal penal, la regulación constitucional de dicho precepto revela I. El espíritu reivindicatorio de la institución jurídica de la reparación del daño y II. La ausencia de excepción a la regla general en materia de reparación del daño total a favor de la víctima. Para justificar esta aseveración dicha sala llevó a figuras de la pena y de la reparación del daño pues pese a que ambas se generan directa e indirectamente como consecuencia del delito, atienden a fines diversos. Al efecto estableció que la pena de prisión tiene un propósito preventivo y ejemplificación, en cambio la reparación del daño tiende a resarcir a la víctima o al ofendido para responder por el resultado fáctico causado, con independencia de cuestiones o elementos subjetivos del agente. Asimismo, destacó que la pena de prisión debe ser fijada tomando en consideración entre otras cosas, e dolo o la culpa con la que hubiere actuado el agente, en tanto que la reparación del daño atiende a una finalidad diversa, que consiste en restaurar de manera total la afectación al mundo exterior que se causó con la conducta. Con base en ello, dicha sala sostuvo que si bien la reparación del daño comparte la característica de pena pública, su fin particular y distinto al de las penas que en particular se imponen por la comisión de un delito específico, permite concluir que no puede ser tratada como una sanción sujeta a reducción en su monto, ya que ello, desvirtuaría su propia naturaleza, pareciéndose más a una multa la cual sí puede ser disminuida. Lo anterior quedó asentado en el criterio jurisprudencial que literalmente establece: REPARACIÓN DEL DAÑO. NO ES APLICABLE LA REDUCCIÓN DE LA PENA A QUE SE REFIERE LA LEGISLACIÓN PENAL EN DELITOS CULPOSOS O IMPRUDENCIALES. Conforme al artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en todo proceso del orden penal la víctima u ofendido tienen derecho a que se les repare el daño ocasionado por la comisión de un delito. Así, si se toma en cuenta que la regulación constitucional en esta materia revela tanto el espíritu reivindicatorio de la institución jurídica de la reparación del daño como la ausencia de excepción a la regla general relativa a la reparación total a favor de la víctima, resulta evidente que tratándose de la reparación del daño en delitos culposos o imprudenciales no procede la aplicación de beneficios de reducción de la pena, pues de lo contrario se trastocaría la finalidad de dicha figura y se alteraría su naturaleza jurídica, al no restituirse en su totalidad el daño ocasionado al sujeto pasivo y, por ende, no se coadyuvaría al restablecimiento del orden jurídico alterado por la comisión del ilícito. Lo anterior es así, porque la circunstancia de que el legislador haya otorgado el carácter de sanción pública a la aludida figura obedece a que en los delitos culposos o imprudenciales, al igual que en los dolosos, generalmente se produce un daño, incluso cuando no se haya deseado el resultado. Ahora bien, aunque dicho asunto la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación fijó el precedente de observancia obligatoria, relativo a que el pago de la reparación del daño no está sujeto a los beneficios de reducción que en su caso pudieran establecerse para las penas de prisión y multa, lo cual no es tema traído a debate en este negocio; lo cierto es que da la pauta para afirmar que en tratándose de la reparación de daño constitucionalmente está vedada la facultad del juzgador para reducir su pago en beneficio del reo, pues ésta no tiene un fin preventivo ni ejemplificativo, sino restaurativo a favor de la víctima u ofendido. Sobre esa base, ese órgano colegiado sostiene que si no es dable aplicar un beneficio de reducción, por igualdad de razón, tampoco es factible atender al principio de aplicación retroactiva de la ley más benéfica a favor de acusado, que establece el artículo 14 constitucional, cuando se trata del pago de la reparación del daño esto es entendible, pues en una ponderación de derechos entre el reo a que se le aplique retroactividad de la ley más favorable y el ofendido a que se le repare el daño causado, es éste último quien resiente una mayor afectación en su esfera jurídica, pues se le impide obtener el resarcimiento total y pleno del menoscabo producido por el ilícito en tanto a aquél aún si puede obtener un beneficio de la aplicación retroactiva de la ley por lo que toca a las penas de prisión y multa. Siendo en este caso también atendible las consideraciones expuestas por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito al resolver el Juicio de Amparo directo 306/2016 contra actos de esta autoridad. Precisado lo anterior resulta que en el presente asunto la legislación sustantiva aplicable es el Código Penal que estuvo vigente hasta el 29 veintinueve de septiembre de 2014 dos mil catorce. No obstante de la lectura del considerando quinto de la resolución impugnada, se advierte que al momento de abordar lo relativo al pago de la reparación del daño, el Juez tenía la obligación de condenar al ahora sentenciado  ELIMINADO en los términos que establecen los artículos 22 fracción III de Código penal vigente en el momento de los hechos, y en el cual es claro que con el hecho de acreditar la pérdida de la vida es suficiente para que se realice la cuantificación del monto a pagar, haya o no haya pruebas, como erróneamente lo establece el resolutor. Y de tal precepto se infiere que tratándose de ilícitos que afecten la vida o la integridad corporal el juzgador debe remitirse a la Ley Federal del Trabajo para cuantificar la indemnización mínima vigente al momento de ocurridos los hechos. En ese sentido tenemos que respecto de la indemnización por casos de muerte lo cuantifica la referida ley laboral en su artículo 500 y 502 de la Ley Federal del Trabajo. De tales preceptos se infiere que el monto de la indemnización a que alude la Ley Federal del Trabajo comprende el pago de sesenta días por concepto de gastos funerarios y el pago del monto que resulte de multiplicar el cuádruplo de salario mínimo vigente en la época de comisión del delito por cinco mil días. Ello es así, porque en la reparación del daño se distinguen dos tipos de perjuicio, el relativo a  derechos de la personalidad y el patrimonial; los primeros se actualizan cuando existe una lesión sobre bienes de naturaleza extramatrimonial o inmaterial, esto es en bienes que no pueden ser tasables en dinero como son el honor y el sentimiento, o aquellos que tienen como fin afectar o dañar ese ánimo particular sobre determinada persona y que al verse lesionado también sufrirá una afectación y en los últimos se comprenden los daños de carácter económico. Entonces, tratándose de la reparación del daño en los delitos que afectan la vida, se estima que la sanción de gastos funerarios que establece la fracción I del citado artículo 500 de la Ley Federal del Trabajo se refiere a pago del daño material, monto que puede aumentar si en autos se justifica una erogación mayor por parte de las personas que tienen derecho a recibir el mismo. Mientras que el monto que resulta de la operación aritmética señala en el diverso ordinal 502 de la legislación en comento corresponde al pago del daño moral, pues al tratarse de la pérdida de una vida (derechos de personalidad) difícilmente podrá resarcirse un dolor, una deshonra o una vergüenza, por tanto, el legislador estableció una indemnización determinable. En ese orden de ideas y tomando en cuenta que se encontraba vigente la Ley del Trabajo reformada del 30 de noviembre de 2012 el Juez de autos tenía la obligación de condenar a  ELIMINADO al pago de la reparación del daño y para la cuantificación de la indemnización por muerte sería el cuádruplo del salario mínimo que en esa época era de $63.77 (sesenta y tres pesos 77/100 m.n.) dando la cantidad de $245.52 (doscientos cuarenta y cinco pesos 52/100 m.n.) se multiplicará por el factor de cinco mil días como lo establecía la ley en cita vigente en el momento de los hechos y conforme al artículo 22 fracción III de Código Penal vigente en el momento del evento, lo que da como resultado $1,335,400.00 (un millón trescientos treinta y cinco mil cuatrocientos pesos 00/100 m.n.) cantidad a la que deberá de sumarse dos meses de salario por concepto de gastos funerarios conforme al artículo 500 fracción I de la Ley Federal del Trabajo vigente y que asciende a la cantidad de $29,000.00 (veintinueve mi pesos 00/100 m.n.) dando un total de $1,364,400.00 (un millón trescientos sesenta y cuatro mil cuatrocientos pesos 00/100 m.n.) cantidades a las que se deberá de condenar a pagar a  ELIMINADO, por concepto de reparación del daño por el delito de  HOMICIDIO POR CULPA en agravio de quien en vida respondía al nombre de  ELIMINADO, por conducto de quien resulte ser su legítimo representante, en los términos que exige el ordinal 22, fracción II del Código penal vigente en el momento del evento. En base a los argumentos esgrimidos deberá de condenar al ahora sentenciado  ELIMINADO  al pago total de la cantidad de $1, 364,400.00 (un millón trescientos sesenta y cuatro mil cuatrocientos pesos 00/100 m.n.) por concepto del pago de la reparación del daño, petición que encuentra apoyo en los siguientes criterios jurisprudenciales: Época: Octava Época. Registro: 229539. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo III, Segunda Parte-2, Enero-Junio de 1989. Materia(s): Penal. Tesis: Página: 674. REPARACION DEL DAÑO EN CASO DE MUERTE. PARA CALCULAR EL MONTO DEBE APLICARSE EL ARTICULO 502 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO POR REMISION EXPRESA DE LO DISPUESTO EN EL NUMERAL 1915 DEL CODIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL APLICABLE EN TODA LA REPUBLICA EN MATERIA FEDERAL. El Código Penal Federal establece que la reparación del daño será fijada según el daño que sea preciso reparar y de acuerdo a las pruebas recabadas en el proceso, pero si la autoridad responsable no contó con ellas para ayudarle a cuantificar el pago por el daño tanto material como moral, aunque este último es prácticamente imposible de hacerlo, debe estarse a lo dispuesto en el artículo 1915, segundo párrafo del Código Civil, el cual de igual forma remite a que se aplique el artículo 502 de la Ley Federal del Trabajo, en favor de los deudos, o sea, a pagar la cantidad que resulte de multiplicar el cuádruplo del salario mínimo vigente en la fecha y lugar donde sucedieron los hechos por setecientas treinta veces, de tal suerte que si el fallo impugnado lo dispuso así, no significa que se hubieren violado garantías al quejoso. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 273/89. Gabino Vilchis García. 18 de Mayo de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo. Secretario: Javier Ramos González. Así como la visible en séptima época. Época: Séptima Época. Registro: 251769. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 127-132, Sexta Parte. Materia(s): Penal. Tesis: Página: 144. REPARACION DEL DAÑO EN CASO DE MUERTE, MONTO DE LA (LEGISLACION DEL ESTADO DE JALISCO). Una recta interpretación del artículo 21 del Código Penal de Jalisco, lleva a concluir que en caso de producirse la muerte de la víctima el monto de la indemnización a la que se contrae ese precepto se fijará aplicando las cuotas que establece la Ley Federal del Trabajo, según las circunstancias de la víctima y tomando como base la utilidad o salario que hubiere percibido, en la inteligencia de que si éste último sea el mínimo o no, excede de cincuenta pesos diarios, no se fijará sino esta suma para dicho efecto. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL TERCER CIRCUITO. Amparo directo 554/79. Juan Carlos Sandoval Delgadillo. 26 de septiembre de 1979. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretario: Eliel E. Fitta García. Época: Octava Época. Registro: 209386. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 85, Enero de 1995. Materia(s): Civil. Tesis: I.5o.C. J/39. Página: 65. DAÑO MORAL. REQUISITOS NECESARIOS PARA QUE PROCEDA SU REPARACION. De conformidad con el artículo 1916, y particularmente con el segundo párrafo del numeral 1916 Bis, ambos del Código Civil vigente en el Distrito Federal, se requieren dos elementos para que se produzca la obligación de reparar el daño moral; el primero, consistente en que se demuestre que el daño se ocasionó y, el otro, estriba en que dicho daño sea consecuencia de un hecho ilícito. La ausencia de cualquiera de estos elementos, impide que se genere la obligación relativa, pues ambos son indispensables para ello; así, aunque se acredite que se llevó a cabo alguna conducta ilícita, si no se demuestra que ésta produjo daño; o bien, si se prueba que se ocasionó el daño, pero no que fue a consecuencia de un hecho ilícito, en ambos casos, no se puede tener como generada la obligación resarcitoria. Por tanto, no es exacto que después de la reforma de 1º de enero de 1983, del artículo 1916 del Código Civil, se hubiese ampliado el concepto de daño moral también para los actos lícitos; por el contrario, al entrar en vigor el artículo 1916 Bis, se precisaron con claridad los elementos que se requieren para que la acción de reparación de daño moral proceda. Época: Octava Época. Registro: 213729. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIII, Enero de 1994. Materia(s): Civil. Tesis: I.1o.C.47 C. Página: 197. DAÑO MORAL. ELEMENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO DE LA INDEMNIZACION. Conforme al artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal, la indemnización debe determinarse por el órgano jurisdiccional tomando en cuenta los derechos lesionados, el grado de responsabilidad, la situación económica tanto del responsable como de la víctima, y las demás circunstancias del caso. De modo que no es una limitante para el juzgador el salario devengado por la víctima del daño, ni puede tenerse como única base para determinar la indemnización. Época: Novena Época. Registro: 183863. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVIII, Julio de 2003. Materia(s): Penal. Tesis: XX.3o.7 P. Página: 1079. DAÑO, REPARACIÓN DEL. PARA SU CONDENA BASTA QUE LA SOLICITE EL MINISTERIO PÚBLICO EN SUS CONCLUSIONES ACUSATORIAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS). Tratándose de la reparación del daño, basta la existencia de la sentencia condenatoria para que se dé vida, por una parte, a la sanción y, por la otra, a la obligación de reparar el daño como consecuencia directa y necesaria del hecho ilícito; por tanto, sólo es necesario que la solicite el representante social para que el Juez resuelva lo conducente de acuerdo con las pruebas obtenidas en el proceso, en razón de que los artículos 21, 22 y 23 del Código Penal del Estado de Chiapas, así como el diverso numeral 320 del código adjetivo penal de dicha entidad federativa, no exigen que en capítulo separado del ocurso de conclusiones, sobre esa pena, el Ministerio Público realice un estudio acucioso, exprese razonamientos legales sustentatorios de la solicitud, los motivos por los que tal condena es procedente, los medios de convicción que acrediten ese aspecto, y el valor que a éstas les corresponde legalmente, en virtud de que el daño privado deviene de la propia conducta ilícita, inmersa en la relación de hechos, por cuyo motivo no existe razón legal para que el representante social cumpla con mayores requisitos que los precisados, a fin de que el juzgador se pronuncie sobre la reparación del daño. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. Amparo directo 46/2003. 11 de abril de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Elvira Concepción Pasos Magaña. Secretario: Moisés Pérez Hernández. Por lo que hace al coagraviado  ELIMINADO  se coincide con lo resuelto por el Juez de origen, que se le dejan a salvo sus derechos en relación al pago de la reparación del daño para que los haga valer por la vía legal y correcta ante el Juez de Ejecución, desahogando y aportando las pruebas necesarias para cotizar el monto a reparar. Luego entonces se advierte que el resolutor de la causa al resolver la petición del Ministerio Público investigador, no se sujetó a los preceptos legales previamente establecidos pues al ejercicio de la acción penal por parte de la Representación social, se busca la sanción del responsable de un delito, en beneficio de los intereses del sujeto pasivo, por ello es a la autoridad judicial a al que por mandato constitucional, le corresponde la imposición de las penas por aquellas conductas que se encuentran plenamente acreditadas tal y como lo señala el numeral 21 de la Carta Magna Federal; potestad que se inicia al resolver respecto del ejercicio de la acción penal sobre hechos constitutivos de delito y consecuentemente culminan al dictar sentencia condenatoria al encontrarse acreditada la plena culpabilidad, tiene la obligación a condenar al pago de la reparación del daño. Bajo tal contexto, solicito a esa Honorable Sala al entrar al estudio y análisis de las constancias que integran el toca de apelación dentro del que se comparece, ello se realice conforme al marco jurídico sobre los derechos humanos que tutelan los artículos 1º y 20 Constitucionales que colocan en un mismo plano los derechos de acusado respecto de la víctima u ofendido del hecho delictivo, partiendo de principio pro persona, bajo la premisa de que la víctima tiene el derecho de formular con tal carácter agravios por sí, por lo que tratándose de un equilibrio procesal, que es fundado en los derechos humanos que le asiste y que se establecen en los ordinales a que ha hecho alusión en líneas precedentes; ello implica la obligación de la autoridad de suplir la deficiencia de los agravios tratándose de la víctima u ofendido, en su defecto los de su representante, que en el caso lo es el Ministerio público, en todo caso la autoridad responsable tiene el deber de suplir y advertir las deficiencias sustanciales y de fondo no solo de las manifestaciones en vía de agravios pudieran esgrimirse, sino también de las violaciones existentes en el procedimiento, salvaguardando el derecho y garantía procesal de la víctima u ofendido del delito, ya que de lo contrario se le estaría dejando en total estado de indefensión. En esta tesitura, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sido determinante en señalar que el derecho a suplir las deficiencias no es único y exclusivo de la parte acusada sino también de la víctima u ofendido, como se ha venido manifestando, de tal manera que partiendo del concepto más elemental de justicia de dar a cada quien lo que le pertenece, ésta debe aplicarse de tal forma que se aplique el derecho no en un sentido estricto, sino en un enfoque  integral excluyente. Sirviendo de sustento legal los derechos consagrados en el apartado C del artículo 20 de la Carta Magna Federal que reconoce el derecho de la víctima u ofendido por supremacía constitucional, lo que hace necesario que prevalezcan estos derechos en un equilibrio procesal frente al acusado, resultando además aplicable como ha quedado establecido, el criterio emanado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación bajo el rubro: Época: Décima Época. Registro: 2004998. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 1. Materia(s): Constitucional, Común. Tesis: 1a./J. 29/2013 (10a.) Página: 508. SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA PENAL. OPERA EN FAVOR DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO POR EL DELITO, CONFORME AL MARCO CONSTITUCIONAL SOBRE DERECHOS HUMANOS QUE RESGUARDAN LOS ARTÍCULOS 20, APARTADO B Y 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, NO OBSTANTE QUE EL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, LA PREVEA SÓLO EN BENEFICIO DEL REO. La posibilidad de suplir la queja deficiente en favor de la víctima u ofendido por el delito representa un cambio trascendental a la cultura jurídica preservada en nuestro país desde que se instauró este principio en el juicio de amparo; sin embargo, la práctica jurisdiccional demuestra que en varios asuntos se violan derechos fundamentales en perjuicio de esos sujetos, por lo que es necesario que acudan al amparo solicitando la justicia que no han podido encontrar en las instancias naturales del procedimiento penal. Ahora bien, la labor jurisdiccional cotidiana y las diversas reformas constitucionales y legales enseñan que el derecho es un instrumento evolutivo que no puede permanecer estático ante los cambios de la sociedad, de manera que el significado de justicia, en su acepción elemental de dar a cada quien lo que le pertenece, debe ser moldeado de tal forma que permita aplicar el derecho, no en sentido estricto, sino con un enfoque integral e incluyente acorde con los tiempos que se viven, razón por la cual esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, a partir de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación, ha evolucionado significativamente respecto a la visión protectora del ofendido; muestra de ello son los diversos y variados criterios relevantes con marcada mejora en el rubro de acceso pleno a la justicia, esto es, la jurisprudencia se erige como el medio conductor que actualiza las disposiciones de la ley reglamentaria y evita que el derecho positivo caiga en desuso. Así, el modelo de juicio de amparo legalista y rígido, que impone el principio de estricto derecho, ha perdido vigencia para el afectado, en virtud de que actualmente el artículo 20, apartados A y B, de la Constitución Federal, coloca en un mismo plano los derechos del acusado y los de la víctima u ofendido; además, porque el segundo párrafo del numeral 1o. constitucional exige que las normas relativas a los derechos humanos se interpreten de conformidad con la propia Carta Magna y con los tratados internacionales de los que México es parte, de forma que favorezca ampliamente a las personas, lo que se traduce en la obligación de analizar el contenido y alcance de tales derechos a partir del principio pro persona. Bajo esa línea argumentativa, se concluye que el artículo 76 Bis, fracción II, de la Ley de Amparo, que autoriza la suplencia de la queja deficiente sólo en favor del reo, no corresponde a la realidad constitucional y social de nuestra Nación, pues quedó rebasado por la transformación de los derechos humanos; por lo que debe afirmarse que el espíritu del poder reformador que dio vida a dicho precepto y fracción, ha perdido su asidero constitucional y, por ende, esta Primera Sala determina que tal institución se extiende en pro de la víctima u ofendido por el delito, lo que representa un paso más hacia el fin primordial para el que fue instituido el juicio de control constitucional, esto es, la búsqueda de la justicia. Contradicción de tesis 163/2012. Entre las sustentadas por el Quinto y el Noveno Tribunales Colegiados, ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro votos por la competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto particular. El Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas manifestaron reservarse el derecho a formular voto concurrente. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. Tesis de jurisprudencia 29/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinte de febrero de dos mil trece. Por lo anteriormente expuesto y fundado a esa H. SEGUNDA SALA DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, ante quien respetuosamente comparezco, solicito. ÚNICO: SE Declaren procedentes y operantes los agravios por este medio formulados por parte de esta Representación social y en representación de la parte ofendida, y en consecuencia se modifique la sentencia condenatoria a efecto de que se condene a  ELIMINADO, al pago total de la cantidad de $1, 364,400.00 (un millón trescientos sesenta y cuatro mil cuatrocientos pesos 00/100 m.n.) Lo anterior con fundamento en el artículo 20 Constitucional Apartado C Fracción IV así como del 22 al 28 de la ley sustantiva vigente en el momento del evento, el 179 fracción V de la Ley adjetiva penal en vigencia al momento del evento, 500 y 502 de la Ley Federal del Trabajo publicada el 30 de noviembre del 2012 en el Diario Oficial de la Federación”.
          V. Una vez examinados sendos pliegos de agravios signados por los inconformes, se estima que en lo que corresponde a los expresados por la defensa del sentenciado, estos son INFUNDADOS, y FUNDADOS en lo que atañe a los formulados por la Representación Social.

          Por cuestión de orden, se dará respuesta en primer lugar a las manifestaciones vertidas por el defensor, toda vez que éstas van encaminadas a cuestiones relacionadas con la comprobación material del delito de HOMICIDIO POR CULPA, así como a la responsabilidad penal que le resulta a  ELIMINADO  en su comisión.

          En efecto, el delito de HOMICIDIO POR CULPA lo define el numeral 107 relacionado con lo previsto por el artículo 7º párrafo tercero que textualmente se leen:
“Artículo 107. Comete el delito de homicidio quien priva de la vida a otro.”
          “Artículo 7º. (…) Obra culposamente quien por imprudencia, imprevisión, impericia, o falta de cuidado causa igual daño que por delito intencional…”.
          De una interpretación armónica de ambos preceptos legales, tenemos que los elementos constitutivos del delito de HOMICIDIO POR CULPA son los siguientes:

          a) Un resultado igual que un delito intencional, que en el caso lo es la privación de la vida de una persona.

          b) Existencia de un estado subjetivo de imprudencia, traducido en acciones u omisiones imprevistas, negligentes, carentes de pericia o bien de falta de reflexión o de cuidado.

          c) Relación de causalidad, esto es, que el resultado haya sido consecuencia de cualquiera de las circunstancias señaladas en el inciso que antecede.

          Elementos que, adverso a lo argumentado por el defensor en vía de agravio, se encuentran plena y legalmente satisfechos en la especie, toda vez que por cuanto se refiere a la primera de las hipótesis, ésta se acredita en la medida en que se cuenta con las comparecencias de  ELIMINADO  y de  ELIMINADO, por cuanto a que dan testimonio de que el cuerpo sin vida que tuvieron a la vista es de quien en vida llevara por nombre  ELIMINADO, nieta y sobrina respectivamente de los testigos de mérito, y que por haber ido acompañando a la menor de  ELIMINADO  la última de las mencionadas al momento en que ocurrieron los hechos, fue que pudo percatarse que el deceso fue consecuencia de que un vehículo que se pasó el alto la había aventado, proyectándola a una distancia aproximada de dos metros para después caer, lo que ocurrió cuando ambas cruzaban la calle de  ELIMINADO           En concordancia con lo expuesto, se cuenta con el resultado que arroja la diligencia de Inspección practicada por el Agente del Ministerio Público, quien al constituirse al lugar de los hechos, dio Fe de tener a la vista el cuerpo sin vida de la menor  ELIMINADO, describiendo de manera minuciosa y pormenorizada la posición en que éste fue encontrado, las lesiones que a simple vista se apreciaban, así como las características del lugar.

          En ese contexto, se encuentra la diversa diligencia de Inspección de tener a la vista un vehículo  ELIMINADO  y demás características que ahí se hacen constar y que presentó los siguientes daños: “… hundimiento de aproximadamente 15 centímetros en el ángulo superior del cofre del lado derecho, el parabrisas se encuentra estrellado en el lado derecho a 5.5 centímetros del borde inferior del parabrisas y presenta un hundimiento en la parte inferior del marco…”

          Así también, tenemos el resultado que arroja el Reconocimiento Médico legal que emite la  ELIMINADO Perito Médico Legista adscrita a la Dirección General de Servicios Periciales, quien a la exploración externa en el cráneo de la menor  ELIMINADO, concluye que el motivo del deceso fue a consecuencia de Traumatismo craneoencefálico severo.

          Las pruebas enunciadas en los párrafos que anteceden, previa valoración en términos de lo dispuesto por los artículos 311, 315, 316 y 317 todos del Código de Procedimientos Penales, son aptas para concluir que en la especie la menor de  ELIMINADO  de edad de nombre  ELIMINADO, fue privada de la vida el día 15 quince de agosto del año 2014 dos mil catorce, al ser arrollada por un vehículo que la impactó cuando cruzaba la  ELIMINADO.

          Ello es así, porque de las comparecencias de  ELIMINADO se obtiene como presupuesto lógico del delito la previa existencia de la vida de la menor  ELIMINADO  a lo que se concatena la diligencia de Inspección practicada por el Agente del Ministerio Público en concordancia con el Dictamen de Reconocimiento Médico Legal que emite la  ELIMINADO.

           Ahora bien, para acreditar que el sujeto de la infracción había obrado con imprudencia, acertadamente el juzgador partió de lo asentado en el Reporte de Accidente, número 1013/2014, que rinde el  ELIMINADO, Perito en hechos de tránsito terrestre, que fue quien levantó dicho Parte y describió que con fecha 15 quince de agosto del año 2014 dos mil catorce, se constituyó en la calle de  ELIMINADO  frente al inmueble marcado con el número  ELIMINADO  próximo a  ELIMINADO, señalando como causas determinantes del accidente, las siguientes: “… transitaba el vehículo (1) marca  ELIMINADO, de orientación de norte a sur, manejando su conductor sobre el carril central correspondiente a la circulación de la  ELIMINADO el cual al llegar frente al inmueble marcado con número  ELIMINADO  no cede el paso al peatón (2) (occisa  ELIMINADO  la cual cruzaba el camellón central hacia la acera poniente de la primer vía antes descrita, cuyo peatón se encontraba ostensiblemente visible sobre la vía, siendo atropellada con la parte frontal media derecha del vehículo (1) mismo que posterior al accidente se retiró del lugar de los hechos, siendo localizado sobre la  ELIMINADO  frente al  ELIMINADO 
          Dictamen Pericial que adminiculó al diverso que emite el Ing.  ELIMINADO, Perito Oficial en Materia de Hechos de Tránsito de la Procuraduría General de Justicia del Estado, quien emitió las siguientes consideraciones: 

“… PRIMERA: TIPO DE HECHO, FECHA Y LUGAR: El hecho corresponde a un atropellamiento, siendo en  ELIMINADO frente al inmueble marcado con el número  ELIMINADO  próximo a la calle de  ELIMINADO, ocurrido a las 8:45 horas de día 15 de agosto del 2014. SEGUNDA: VEHÍCULO Y SU FORMA DE CIRCULACIÓN: EL C.  ELIMINADO tripulante del automóvil sin placas  ELIMINADO circula sobre carril central con dirección al sur de la calle  ELIMINADO peatón caminando con dirección al oeste de la calle  ELIMINADO TERCERA. VELOCIDAD DE CIRCULACIÓN DE LOS VEHÍCULOS: De los elementos técnicos se determina que el valor del parámetro en los 52.3 kilómetros por hora. CUARTA: DINÁMICA DEL HECHO: El tripulante del vehículo al conducirlo  una velocidad inmoderada en la forma y dirección anteriormente  a la mencionada, realiza maniobra de virar a la izquierda tendiente a evitar impactar al peatón que cruza en forma y dirección mencionada, siendo el impacto con la parte frontal derecha y del costado delantero y medio del lado derecho (el parabrisas y poste del mismo) contra el costado derecho del peatón, mismo que es proyectado hacia atrás y posteriormente cae hacia la superficie de rodamiento, quedando finalmente en esta en el carril derecho, mientras que el vehículo sigue una trayectoria posterior al impacto hacia el sur hasta el lugar citado en el reporte de DGSPM. QUINTA. ANÁLISIS TÉCNICO Y DEDUCCIÓN DE CAUSAS (…). SEXTA: DECLARACIONES TESTIMONIALES (…) CONCLUSIONES: ÚNICA: El conductor del vehículo deja de manifiesto su falta de pericia al transitar a velocidad inmoderada y mayor a la establecida, tal que no le cede el paso al peatón que finaliza el proceso de cruce”.

Los Dictámenes Periciales se ven robustecidos con el resultado que arroja el que emite el Perito Tercero en Discordia, LIC.  ELIMINADO, quien previo a emitir su conclusión, tomó en cuenta todos y cada uno de los medios probatorios que constan en el expediente, lo que le permitió determinar que las causas que originaron el hecho de Tránsito que nos ocupa, son a consecuencia de las maniobras de adelantamiento dentro de los 30 metros próximos a la intersección, realizadas por el conductor del vehículo  ELIMINADO  y demás características fedatadas en autos, transitando a una velocidad de 51.62 hm/h,14.33 m/s, lo que influyó para que no pudiera reaccionar a tiempo y darle el paso al peatón, a lo cual se encontraba obligado.

Las Periciales en materia de hechos de Tránsito Terrestre, se ajustan a lo previsto por el artículo 260 del Código de Procedimientos Penales, a las que se les asigna eficacia jurídica en términos de lo dispuesto por el artículo 316 del propio ordenamiento legal, por cuanto a que se encuentran debidamente fundadas tanto en su contenido como en conclusiones, pues quienes las emiten son puntuales en señalar los hechos y circunstancias que les sirvieron de apoyo para arribar a la conclusión que plasman. 

Tales elementos de convicción otorgan veracidad a la deposición de  ELIMINADO, por cuanto a que entre las 8:30 y 9:00 de la mañana, al ir en compañía de su sobrina  ELIMINADO  procedentes del  ELIMINADO  caminaban sobre la calle de  ELIMINADO  dirigiéndose hacia la  ELIMINADO, esperando para cruzar ya que en ese momento circulaba un camión urbano por dicha vía, con rumbo de  ELIMINADO; que una vez que pasó el camión, vio que el semáforo se había puesto en rojo, por lo que se dispusieron a cruzar la calle la de la voz y su sobrina, adelantándose un poco la última de las nombradas, cuando en eso pasó un vehículo de  ELIMINADO  que se pasó el alto, aventando a su sobrina  ELIMINADO quien voló y cayó dos metros más adelante, aproximadamente, vehículo que enseguida se dio a la fuga, dándose cuenta que su sobrina ya estaba tirada sobre el pavimento atrás de un camión, arrojando sangre por la nariz y la boca, sin reaccionar.

          Declaración a la que el Juez del conocimiento correctamente le confirió eficacia demostrativa en términos de lo previsto por el artículo 311 relacionado con lo dispuesto por el numeral 317 de la Ley Adjetiva de la materia, en atención a que fue emitida por persona con capacidad suficiente para juzgar el hecho respecto al que depone, que le consta personalmente por haberlo presenciado y escuchado, siendo su atesto claro y preciso sobre la sustancia del hecho, sin que obre dato de que hubiese sido obligada a declarar en tal sentido, ya sea por miedo, fuerza, engaño o soborno o algún otro motivo razonable que hiciere dudar de su veracidad.

          En tal virtud, el contenido que arrojan los dictámenes aludidos, otorgan veracidad a la mecánica del evento proporcionada por la deponente  ELIMINADO  quien es enfática en señalar al conductor de un  ELIMINADO  como quien atropellara a su sobrina  ELIMINADO al cruzar la  ELIMINADO  puesto que dichas probanzas permiten convenir con el juzgador por cuanto a que efectivamente su conductor se desplazaba a bordo de su automóvil sin las debidas precauciones, haciéndolo a velocidad inmoderada y carente de cuidado, lo que explica precisamente la dimensión de la lesión que presentó la menor, consistente en el traumatismo craneoencefálico con expulsión de masa encefálica, pues de acuerdo a lo relatado por la testigo en mención, asegura que cuando el vehículo impactó a la paciente del delito, ésta fue proyectada a una distancia aproximada de dos metros de distancia para posteriormente caer en el pavimento, circunstancia que desde luego no hubiera podido ser posible, de haber venido conduciendo el sentenciado con todos los deberes del caso, como inexactamente lo quiere hacer valer en vía de agravio la defensa.

          Además, dicho atesto es factible de adminicularse armoniosamente con lo declarado ministerialmente por el justiciable  ELIMINADO  quien manifestó:  “El día de hoy siendo las 8:30 u 8:40 iba conduciendo mi vehículo  ELIMINADO  iba sobre la calle  ELIMINADO  yo iba en compañía de mi esposa de nombre  ELIMINADO  ya que nos dirigíamos a  ELIMINADO  y posterior al  ELIMINADO  por lo que al llegar a la esquina de  ELIMINADO  yo iba detrás de una  ELIMINADO  e hicimos el alto porque estaba en rojo por lógica cuando le dio  ELIMINADO  ya estaba en verde y los dos circulamos hacia  ELIMINADO  y la  ELIMINADO creo si alcanzó a ver a la niña que cruzó y yo por no pegarle lo esquivé y al momento de esquivarlo fue cuando salió la niña corriendo y ahí fue donde la atropellé y mi señora entró como en shock se empezó a convulsionar me asusté me metí para irme  ELIMINADO  y ahí fue donde me agarró la patrulla ya que mi esposa está en el tercer mes y medio de embarazo y con la intención de regresar de vuelta para ver qué había pasado con la muchacha o con la señora porque no vi bien ahí le comenté todo lo que había sucedido y mandaron a traer una ambulancia para que atendieran a mi señora y de ahí me detuvieron y me llevaron a la comandancia poniente y de ahí estaba un cuate gritando que la había aventado por qué no me paraba y le comenté lo que había pasado y dijo este señor que yo la había aventado pero que el camión que estaba al lado la había rematado, quiero agregar que a la hora de pasar el semáforo iba a 30 o 40 kilómetros por hora porque también iban carros al lado y alcancé a frenar cuando vi a la persona y es todo lo que tengo que manifestar”.

Declaración que posteriormente fue ratificada en vía de Preparatoria, puesto que señaló: 

“…Que ratifico mi declaración que rendí ante el Agente del Ministerio Público, y quiero agregar que ya pasando los semáforos a media cuadra más fue cuando sucedieron los hechos, y aclarando que en ningún momento yo vi a la muchacha o niña, hasta después supe que era una niña, es todo lo que tengo que manifestar…”

          La declaración que antecede se ajusta a los parámetros del artículo 312 del Código de Procedimientos Penales, toda vez que fue rendida ante autoridad competente como lo es el Agente del Ministerio Público y más tarde ratificada ante la Autoridad Judicial, encontrándose asistido por un defensor, quien aceptó y protestó el cargo con fidelidad y le brindó una defensa adecuada; siendo factible observar que en esencia admite la comisión del delito que se le atribuye, puesto que refiere que en la fecha, momento y lugar, él conducía su vehículo  ELIMINADO intersección con la calle de ELIMINADO, en donde atropelló a la menor, pues si bien hace intervenir en su favor que al llegar a la intersección que hacen dichas arterias, hizo alto y delante de él se ubicaba una  ELIMINADO, y que cuando ésta avanzó, él hizo lo mismo ya que “por lógica” era que el semáforo se encontraba en luz verde y que supone que el vehículo que le antecedía si alcanzó a ver que la menor cruzaba, lo que dio lugar a que el de la voz tratara de esquivar al vehículo que le antecedía para evitar pegarle, siendo en ese momento cuando se percata que la paciente del delito sale corriendo, momento cuando la atropella, tales circunstancias no fueron inadvertidas por el juzgador, sólo que acertadamente apreció que su versión en tal sentido no se corroboraba con ningún medio de prueba que diera veracidad a su dicho.

          No siendo obstáculo para la conclusión a la que se arribó, que la defensa del sentenciado aportara la declaración de  ELIMINADO, quien señaló: 

“Vengo a manifestar lo que vi el día 15 de agosto del año 2014, aproximadamente serían entre las nueve y media y nueve cuarenta y cinco de la mañana, ese día estaba yo esperando el camión en  ELIMINADO  cuando una niña cruza corriendo y alcanza a pasar un carro  ELIMINADO  iba pegado al camión, en ese momento pasa un  ELIMINADO  que es el que la avienta y va a caer pienso yo que pega con un camión urbano que estaba parado porque la niña cayó en las boyas ya que al moverse la niña estaba allí, es lo que yo vi y sé que me consta que el carro  ELIMINADO  no fue el que la atropelló y de haber sabido que iban a detener al señor del  ELIMINADO  me hubiera quedado, de hecho en ese momento yo era la única persona que estaba allí y al día siguiente mi hija me dice que al que detuvieron fue al del  ELIMINADO  y era un cargo de conciencia quedarme callada de lo que vi y fui a tránsito el domingo para decirles lo que había presenciado pero me dijeron que ahí no era que fuera a  ELIMINADO  pero ese día no había servicio y que hasta el día lunes me presentara y ya el lunes fui a decirles lo que había presenciado y les dije que el  ELIMINADO  no era y que estaba dispuesta si me mandaban llamar a declarar lo que vi”.
          Probanza que adverso a lo argumentado en vía de agravio por la defensa, fue correctamente desestimada por el juzgador, toda vez que en manera alguna corrobora lo declarado por el justiciable de mérito, puesto que en franca contradicción a lo expuesto por el último de los mencionados, el compareciente aseguró que el sujeto de la infracción no fue quien atropelló a la menor, sino que fue un vehículo de  ELIMINADO que es quien la avienta; sin embargo, el sentenciado lo que señaló fue que al ir transitando sobre la  ELIMINADO, le antecedía una  ELIMINADO  y cree que el conductor de dicho vehículo si la alcanzó a ver, ya que el acusado para no pegarle a  ELIMINADO  la esquivó y fue cuando la niña salió corriendo, admitiendo que fue ahí cuando la atropelló. Además, el A quo no pasó inadvertido en este contexto, que el compareciente difiere en la hora en que acontecieron los hechos, ya que mientras el justiciable señala ocurrieron entre las 8:30 u 8:40 horas, el testigo dijo que serían aproximadamente las 09:30 horas, lo que dio pauta para que el juzgador correctamente estimara que su dicho no reunía los requisitos de un testimonio en términos de lo previsto por el artículo 317 del Código de Procedimientos Penales en consulta. 

          En el seguimiento a los motivos de inconformidad que pretende hacer valer la defensa, se estima igualmente acertada la desestimación que hace con respecto al Dictamen de Causalidad signado por el C.  ELIMINADO  Perito dictaminador en Hechos de Tránsito Terrestre nombrado por la defensa, quien para lo que interesa concluyó que la peatón de nombre  ELIMINADO, caminaba sin la tutela de un adulto, ingresando al arroyo de circulación vehicular de la  ELIMINADO, sin extremar precauciones al llevar a cabo el cruce, haciéndolo de manera intempestiva, lo que no le dio oportunidad de detener su caminata, colisionando contra la parte lateral derecha del vehículo. Pericial que como bien lo analizó el Juez del conocimiento, no merece valor probatorio alguno, por haber emitido dicho perito un juicio de responsabilidad, atribuyendo como causa directa del atropellamiento la conducta que asegura desplegó la menor, empero, no consideró la falta de cuidado con la que iba conduciendo el conductor del vehículo  ELIMINADO, amén que correctamente el juzgador destacó que en materia penal no existe compensación de culpas, esto es, que la propia culpa no exonera la ajena. 

         Luego entonces, el argumento que pretende hacer valer la defensa procurando que esta Sala desestime el Reporte de Accidente, número 1013/2014, porque en su opinión “no existe concordancia” en cuanto al señalamiento de la distancia en que en forma imprudente la menor atravesó la calle, asegurando que no consta que haya sido el vehículo de su defenso, queda superado precisamente con el cúmulo de probanzas analizadas y valoradas en los párrafos que anteceden, toda vez que en lo que atañe a las pruebas ofrecidas por la defensa, éstas no tuvieron la eficacia probatoria para destruir las de cargo ofertadas por la Representación Social, por los motivos expuestos en su oportunidad.

          De igual manera resulta infundado el argumento defensivo por cuanto a que asegura que el Perito Dictaminador  ELIMINADO, nombrado por la Representación y no como equivocadamente lo señala que lo nombró el juzgador, éste se encuentra debidamente registrado en el Padrón de Peritos publicada en la Edición extraordinaria del Periódico Oficial del Estado de fecha 28 veintiocho de julio del año 2018 dos mil dieciocho, apareciendo como número de registro  ELIMINADO, apareciendo como especialidad, Dictaminador en Hechos de Tránsito Terrestre.

          Ante el panorama expuesto, es factible concluir que por la naturaleza del delito que nos ocupa, las mismas probanzas que sirvieron de apoyo para la comprobación material del delito de HOMICIDIO por CULPA, sean aptas para poder estar en aptitud de concluir con respecto a la responsabilidad penal que le resulta a  ELIMINADO, habida cuenta que quedó demostrado que él era quien con fecha 15 quince de agosto del año 2015 dos mil quince, alrededor de las 08:45 ocho horas con cuarenta y cinco minutos, conducía un vehículo  ELIMINADO  con demás características fedatadas en autos, sobre la  ELIMINADO   haciéndolo con falta de cuidado e imprevisión, toda vez que no obstante que estaba a punto de llegar a una vía de cruce ( ELIMINADO ), inobservó las medidas del caso, pues circulaba a una velocidad inmoderada, lo que le impidió que pudiera frenar cuando la menor cruzaba la calle, actuar imprudencial que sin lugar a duda provocó el desenlace fatal que ahora se conoce, velocidad inmoderada que adverso a lo que pretende hacer valer en vía de agravio el defensor, es posible deducir con la dimensión del impacto que sufrió la menor al ser atropellada, consistente en el traumatismo craneoencefálico severo, que presentó, lo que da veracidad a lo manifestado por la testigo  ELIMINADO  al aseverar que al ser impactada por dicho vehículo, ésta voló como dos metros aproximadamente para posteriormente caer y golpearse con el pavimento.


VI. En lo concerniente a la aplicación de la pena impuesta que se hace consistir en 01 Un año, 04 cuatro meses de prisión, lejos de irrogarle un perjuicio al sentenciado, la misma le beneficia, toda vez que esta es menor a la que le correspondiera por haberlo ubicado en un grado “leve” de culpabilidad, ya que realmente dicha sanción en todo caso correspondería a una culpabilidad más cercana a la “Levísima”, sin embargo, al no existir inconformidad en este sentido por parte de la Representación Social, esta Sala no puede agravar de oficio la situación jurídica del justiciable, pues para tal fin era indispensable que la fiscalía se pronunciare expresamente.


VII. Por otra parte, se dice que son FUNDADOS los agravios expresados por la Representación Social, toda vez que le asiste la razón al aseverar que en tratándose de cuestiones relacionadas con la Reparación del Daño, ésta no admite retroactividad a favor del sentenciado.

          En efecto, a fin de dar respuesta a los motivos de disenso que hace valer la Representación Social y estar en condiciones de determinar cuál de las legislaciones Penales es la que debió aplicarse al caso concreto para cuantificar el monto de la reparación del daño, debe establecerse previamente lo relativo a la irretroactividad de la ley, para enseguida dilucidar en qué momento la víctima u ofendido adquiere el derecho a ser indemnizada, es decir, si cuando cometió el hecho, o bien, cuando se dictó la sentencia y se considera acreditada la materialidad del delito y la responsabilidad penal del justiciable.

          En ese contexto, tenemos que el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone: 

“ Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.”

          Del precepto legal transcrito, se advierte que en su primer párrafo, prohíbe la aplicación retroactiva de la ley en perjuicio de persona alguna, entendido como cuando vuelve al pasado para cambiar, modificar o suprimir situaciones jurídicas ya acaecidas.

          En ese tópico, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la irretroactividad que prohíbe el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos está referida tanto al legislador, por cuanto a la expedición de leyes, como a las autoridades que las aplican en un caso determinado y, para resolver el problema relacionado con la irretroactividad, ha acudido a la teoría de los derechos adquiridos y a la diversa de los componentes de la norma.
          En la primera de ellas, referente a la teoría de los derechos adquiridos, se distingue entre dos conceptos, a saber:

          a) El derecho adquirido, que lo conceptúa como aquel que implica la introducción de un bien, una facultad o un provecho al patrimonio de una persona, a su dominio o a su haber jurídico y;

          b) El de expectativa de derecho, el cual se define como la pretensión o esperanza de que se realice una situación determinada que va a generar con posterioridad un derecho. 

          Esto es, mientras que el derecho adquirido constituye una realidad, la expectativa de derecho corresponde a algo que en el mundo fáctico no se ha materializado.

          Luego entonces, si una ley o acto concreto de aplicación no afecta derechos adquiridos, sino simples expectativas de derecho, no se viola la garantía de irretroactividad de las leyes prevista en el artículo 14 del Pacto Federal.

          En efecto, esta teoría que se apoya en la distinción fundamental entre derechos adquiridos y las meras expectativas de derecho, establece que no se pueden afectar o modificar derechos adquiridos durante la vigencia de una ley anterior, ya que aquellos se regirán siempre por la ley a cuyo amparo nacieron y entraron a formar parte del patrimonio de las personas, aun cuando esa ley dejara de tener vigencia al sustituirse por una diferente; en cambio, una nueva ley podrá afectar simples expectativas o esperanzas de gozar de un derecho que aún no ha sido generado en el momento en que entró en vigor, sin que ello signifique una aplicación retroactiva en perjuicio del gobernado.

          Lo expuesto en el párrafo que antecede, encuentra sustento en la tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, que emite la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 306, de rubro y texto siguientes:

“IRRETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. NO SE VIOLA ESA GARANTÍA CONSTITUCIONAL CUANDO LAS LEYES O ACTOS CONCRETOS DE APLICACIÓN SÓLO AFECTAN SIMPLES EXPECTATIVAS DE DERECHO, Y NO DERECHOS ADQUIRIDOS. Conforme a la interpretación que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha hecho del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en cuanto al tema de la irretroactividad desfavorable que se prohíbe, se desprende que ésta se entiende referida tanto al legislador, por cuanto a la expedición de las leyes, como a la autoridad que las aplica a un caso determinado, ya que la primera puede imprimir retroactividad, al modificar o afectar derechos adquiridos con anterioridad y la segunda, al aplicarlo, produciéndose en ambos casos el efecto prohibido por el Constituyente. Ahora bien, el derecho adquirido es aquel que ha entrado al patrimonio del individuo, a su dominio o a su haber jurídico, o bien, es aquel que implica la introducción de un bien, una facultad o un provecho al patrimonio de una persona o haber jurídico; en cambio, la expectativa de derecho es una pretensión o esperanza de que se realice una situación determinada que va a generar con posterioridad un derecho; es decir, mientras que el derecho adquirido constituye una realidad, la expectativa de derecho corresponde al futuro. En estas condiciones, se concluye que si una ley o un acto concreto de aplicación no afectan derechos adquiridos sino simples expectativas de derecho no violan la garantía de irretroactividad de las leyes prevista en el precepto constitucional citado”. 
          En ese orden de ideas, es factible concluir que una ley es retroactiva cuando trata de modificar o destruir en perjuicio de una persona los derechos que adquirió bajo la vigencia de la ley anterior, toda vez que éstos ya entraron en el patrimonio o en la esfera jurídica del gobernado, y no cuando se aplica a meras expectativas de derecho.

          De ahí que la garantía de irretroactividad de las leyes que consagra el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica que no se pueden modificar o afectar los derechos que adquirió un gobernado bajo la vigencia de una ley anterior, con la entrada en vigor de una nueva disposición, pero si se pueden regular por las nuevas disposiciones legales las meras expectativas de derecho, sin que se contravenga el numeral en comento.

          En lo que atañe a la teoría de los componentes de la norma, se parte de la base de que toda norma jurídica contiene un supuesto y una consecuencia, en el que si aquel se realiza, ésta debe producirse, generándose así los derechos y obligaciones correspondientes y con ello, que los destinatarios de la norma estén en posibilidad de ejercer aquéllos y de cumplir con éstas.

          Empero, el supuesto y la consecuencia no siempre se generan de manera inmediata, ya que puede suceder que su realización se vea fraccionada en el tiempo, por lo que para que se pueda analizar la retroactividad o irretroactividad de las normas es necesario verificar las siguientes hipótesis que pueden llegar a generarse a través del tiempo:

          a) Cuando durante la vigencia de una norma jurídica se actualizan, de modo inmediato, el supuesto y la consecuencia establecidos en ella. En este caso, ninguna disposición legal posterior podrá variar, suprimir o modificar aquel supuesto aquel supuesto o esa consecuencia sin violar la garantía de irretroactividad, atento a que fue antes de la vigencia de la nueva norma cuando se realizaron los componentes de la norma sustituida.

          b) El caso en que la norma jurídica establece un supuesto y varias consecuencias sucesivas. Si dentro de la vigencia de esta norma se actualiza el supuesto y alguna o algunas de las consecuencias, pero no todas, ninguna norma posterior podrá variar los actos ya ejecutados sin ser retroactiva.

          c) También puede suceder que la realización de alguna o algunas de las consecuencias de la ley anterior, que no se produjeron durante su vigencia, no dependa de la realización de los supuestos previstos en esa ley, ocurridos después de que la nueva disposición entró en vigor, sino que tal realización estaba solamente diferida en el tiempo, ya sea por el establecimiento de un plazo o término específico, o simplemente porque la realización de esas consecuencias era sucesiva o continuada; en este caso la nueva disposición tampoco deberá suprimir, modificar o condicionar las consecuencias no realizadas, por la razón sencilla de que éstas no están supeditadas a las modalidades señaladas en la nueva ley.

          d) Cuando la norma jurídica contempla un supuesto complejo, integrado por diversos actos parciales sucesivos y una consecuencia. En este caso, la norma posterior no podrá modificar los actos del supuesto que se haya realizado bajo la vigencia de la norma anterior que los estableció, sin violentar la garantía de irretroactividad. Pero en cuanto al resto de los actos componentes del supuesto que no se ejecutaron durante la vigencia de la norma que los previó, si son modificados por una norma posterior, ésta no puede considerarse retroactiva. En esta circunstancia, los actos o supuestos habrán de generarse bajo el imperio de la norma anterior, y, consecuentemente, son las disposiciones de ésta las que deben regir su relación, así como la de las consecuencias que a tales supuestos se vinculan. 

          En apoyo a lo anterior, es viable destacar la tesis de jurisprudencia que emite el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, visible en la página 16, de rubro y texto siguientes:  “RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. SU DETERMINACIÓN CONFORME A LA TEORÍA DE LOS COMPONENTES DE LA NORMA. Conforme a la citada teoría, para determinar si una ley cumple con la garantía de irretroactividad prevista en el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe precisarse que toda norma jurídica contiene un supuesto y una consecuencia, de suerte que si aquél se realiza, ésta debe producirse, generándose, así, los derechos y obligaciones correspondientes y, con ello, los destinatarios de la norma están en posibilidad de ejercitar aquéllos y cumplir con éstas; sin embargo, el supuesto y la consecuencia no siempre se generan de modo inmediato, pues puede suceder que su realización ocurra fraccionada en el tiempo. Esto acontece, por lo general, cuando el supuesto y la consecuencia son actos complejos, compuestos por diversos actos parciales. De esta forma, para resolver sobre la retroactividad o irretroactividad de una disposición jurídica, es fundamental determinar las hipótesis que pueden presentarse en relación con el tiempo en que se realicen los componentes de la norma jurídica. Al respecto cabe señalar que, generalmente y en principio, pueden darse las siguientes hipótesis: 1. Cuando durante la vigencia de una norma jurídica se actualizan, de modo inmediato, el supuesto y la consecuencia establecidos en ella. En este caso, ninguna disposición legal posterior podrá variar, suprimir o modificar aquel supuesto o esa consecuencia sin violar la garantía de irretroactividad, atento que fue antes de la vigencia de la nueva norma cuando se realizaron los componentes de la norma sustituida. 2. El caso en que la norma jurídica establece un supuesto y varias consecuencias sucesivas. Si dentro de la vigencia de esta norma se actualiza el supuesto y alguna o algunas de las consecuencias, pero no todas, ninguna norma posterior podrá variar los actos ya ejecutados sin ser retroactiva. 3. También puede suceder que la realización de alguna o algunas de las consecuencias de la ley anterior, que no se produjeron durante su vigencia, no dependa de la realización de los supuestos previstos en esa ley, ocurridos después de que la nueva disposición entró en vigor, sino que tal realización estaba solamente diferida en el tiempo, ya sea por el establecimiento de un plazo o término específico, o simplemente porque la realización de esas consecuencias era sucesiva o continuada; en este caso la nueva disposición tampoco deberá suprimir, modificar o condicionar las consecuencias no realizadas, por la razón sencilla de que éstas no están supeditadas a las modalidades señaladas en la nueva ley. 4. Cuando la norma jurídica contempla un supuesto complejo, integrado por diversos actos parciales sucesivos y una consecuencia. En este caso, la norma posterior no podrá modificar los actos del supuesto que se haya realizado bajo la vigencia de la norma anterior que los previó, sin violar la garantía de irretroactividad. Pero en cuanto al resto de los actos componentes del supuesto que no se ejecutaron durante la vigencia de la norma que los previó, si son modificados por una norma posterior, ésta no puede considerarse retroactiva. En esta circunstancia, los actos o supuestos habrán de generarse bajo el imperio de la norma posterior y, consecuentemente, son las disposiciones de ésta las que deben regir su relación, así como la de las consecuencias que a tales supuestos se vinculan”.

El criterio invocado, conduce a establecer  que se violenta la garantía de irretroactividad de la ley prevista en el artículo 14 del Pacto Federal, cuando una ley trata de modificar o destruir en perjuicio de una persona los derechos que adquirió bajo la vigencia de una anterior, toda vez que éstos ya entraron en el patrimonio o en la esfera jurídica del gobernado y, por ende, deben regirse por la ley a cuyo amparo nacieron, aun cuando ésta dejara de tener vigencia al sustituirse por una diferente.

          En resumen, si durante la vigencia de una norma jurídica se actualizan de modo inmediato, el supuesto y la consecuencia establecidos en ella, en ese caso, ninguna disposición podrá variar, suprimir o modificar aquel supuesto o esa consecuencia sin violar la garantía de irretroactividad, atento a que fue antes de la vigencia de la nueva norma cuando se realizaron los componentes de la norma sustituida.

          Luego, si la Reparación del Daño además de constituir una pena pública, constituye también un Derecho Humano reconocido en el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al que deben tener libre acceso la víctima u ofendido como partes en un procedimiento penal, la lógica se centra en que debe retribuírseles todo aquello que perdieron a causa de la comisión de un delito, por lo que su cumplimiento que se exige, debe satisfacerse de forma eficaz e integral.

          Consecuentemente, resulta legal concluir que la víctima u ofendido adquieren el derecho a ser indemnizados, es decir, a que les sea resarcido el daño ocasionado con motivo de la comisión del delito, desde el momento en que se comete el hecho y no hasta que se dicte sentencia en la que se considere acreditado el delito, así como la responsabilidad penal del perpetrador.

          Es así, porque retomando la teoría de los derechos adquiridos a que se ha hecho referencia, desde el momento en que la persona sufre la afectación se adquiere el derecho para reclamar su reparación integral, dado que es en ese instante cuando se introduce a su patrimonio la facultad de exigirla, derecho que se ve materializado al dictarse la sentencia condenatoria respectiva, en el aspecto de pena pública, pues de lo contrario, estimar que se trata de una simple expectativa de derecho, pretensión o esperanza, implica que de no obtenerse dicha condena, equivaldría a que no existió ningún daño o afectación, siendo que en el mundo fáctico esto se actualizó desde que se cometió la conducta ilícita y de absolverse al enjuiciado solo haría nugatorio el derecho a la reparación del daño que ya se había adquirido.

          La conclusión que antecede, se robustece con el nuevo marco jurídico, derivado del artículo 10 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que los derechos de la víctima en el proceso penal se han ampliado progresivamente, situándola en un plano de igualdad respecto del inculpado, por ende, tiene acceso a las mismas prerrogativas que éste, así como a una participación activa en el proceso penal, y no únicamente en tratándose de la reparación integral por los daños sufridos, pues tiene derecho a conocer la verdad; a que se realice con la debida diligencia una investigación inmediata y exhaustiva del delito; a que los autores de los delitos, con el respeto al debido proceso, sean enjuiciados y sancionados, esto es, que se haga justicia y que no exista impunidad, incluso, a tener acceso a los mecanismos alternos para obtener dicha reparación.

          En esa temática, el juzgador tiene el deber legal de fijar la reparación del daño al dictar sentencia de acuerdo a las pruebas obtenidas en el proceso, atendiendo a la proporcionalidad de la gravedad del daño causado y a la afectación sufrida en contra de la víctima u ofendido del delito. De esta forma, el daño material y moral se expresa por la autoridad judicial penal al momento de emitir la sentencia, derivado precisamente de la existencia de un derecho adquirido.

          En las relatadas consideraciones, es de concluirse que si los hechos en que perdió la vida la menor  ELIMINADO  a consecuencia de un delito perpetrado de manera imprudencial, acontecieron con fecha 15 quince de agosto del año 2014 dos mil catorce, desde ese momento la parte ofendida en la causa penal de origen adquirió el derecho a la reparación del daño derivado de la comisión del delito de HOMICIDIO POR CULPA que se le atribuye al sentenciado, por lo que atendiendo a la teoría de los componentes de la norma antes expuesta, tal prerrogativa no puede ser modificada por una codificación posterior, en este caso, con la aplicación de la Ley Sustantiva Penal vigente en el Estado, ya que de ser así, se está aplicando de manera retroactiva en perjuicio de la parte ofendida, lo que está vedado constitucionalmente. De ahí, que sea incorrecto que el juzgador en atención a lo dispuesto por el artículo 12 del Código Penal del Estado vigente, determinara que la ley aplicable lo era la legislación vigente, por ser más favorable al sentenciado, pues es de reiterarse, no procedía tal aplicación para reducir la sanción que le corresponde por concepto del Pago de la Reparación del Daño, ya que al hacerlo, aplicó de manera retroactiva la ley, en perjuicio de la parte ofendida, soslayando la intención del legislador en el sentido de que ahora las víctimas u ofendidos se encuentran en el mismo plano de derechos con respecto al inculpado.

          En tal virtud, lo procedente para cuantificar la reparación del daño es tomar en consideración el artículo 22 fracción tercera del Código Penal del Estado vigente en la época en que sucedieron los hechos, que básicamente dispone que el monto de dicho concepto se determinara con base en lo dispuesto por la Ley Federal del Trabajo, para cuyo cálculo se tomará como base el cuádruplo del salario mínimo diario vigente al momento de ocurridos los hechos (agosto de 2014), que era de $63.77 (sesenta y tres pesos 77/100 M.N.), cantidad que se multiplicará por el número de días que para el caso de indemnización por muerte establece dicha ley, considerando además lo relativo a los gastos funerarios. 

          En ese tenor, tenemos que si el salario mínimo vigente en la época en que se verificaron los hechos era de $63.77 (sesenta y tres pesos 77/100 M.N.), éste multiplicado por cuatro, resulta en $255.08 (doscientos cincuenta y cinco pesos 08/100 M.N.), que multiplicados a su vez por cinco mil días de salario vigente en la época de los hechos, da un total de $1,275,400.00 (un millón doscientos setenta y cinco mil cuatrocientos pesos 00/100 M.N.), cantidad que le corresponde pagar al sentenciado por concepto del pago de la reparación del daño moral.

          En relación a la reparación del daño por concepto de gastos funerarios, tal erogación quedó justificada en autos, con la factura número 162 de fecha 09 Nueve de Septiembre del año 2014 dos mil catorce, expedida por la  ELIMINADO, extendida a favor de  ELIMINADO en donde se detallan los servicios recibidos por concepto del deceso de la menor  ELIMINADO, por la cantidad de $29,000.00 (VEINTINUEVE MIL PESOS 00/100 M.N), factura que fue debidamente ratificada por el Representante legal de la funeraria en mención, con fecha 06 seis de octubre de 2014 dos mil catorce, como se hace constar a foja 79 de autos.


En consecuencia, el daño total a reparar asciende a la suma de $ 1’304,400.00 (UN MILLÓN TRESCIENTOS CUATRO MIL CUATROCIENTOS PESOS 00/100 M.N.) Cantidad que deberá ser pagada a favor de quien acredite el carácter de parte ofendida en el presente asunto.

En mérito de lo anterior, lo procedente es MODIFICAR la sentencia materia de la Alzada, única y exclusivamente en lo que atañe a la cantidad a la que se le condenó por concepto del Pago de la Reparación del Daño, quedando ahora en la suma de $1’304,400.00 (UN MILLÓN TRESCIENTOS CUATRO MIL CUATROCIENTOS PESOS 00/100 M.N.).

Por lo expuesto y fundado, de conformidad con lo previsto en los numerales 361 y 383 de la Ley Adjetiva de la materia, es de resolverse y se resuelve:
          PRIMERO. Se MODIFICA la SENTENCIA CONDENATORIA dictada en contra de  ELIMINADO, por el Juez Quinto del Ramo Penal de esta Ciudad Capital, en fecha 10 diez de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, por el delito de HOMICIDIO POR CULPA, dentro de los autos del proceso número 149/2014;

          SEGUNDO. Dicha MODIFICACIÓN se hace consistir en que la cantidad a pagar por concepto de la Reparación del Daño, es ahora por la suma de $1’304,400.00 (UN MILLÓN TRESCIENTOS CUATRO MIL CUATROCIENTOS PESOS 00/100 M.N.).

          TERCERO. Quedan intocados los restantes puntos resolutivos de la sentencia impugnada.

 CUARTO. Notifíquese y con copia certificada de la presente resolución, devuélvase el proceso al Juzgado de origen, para los fines legales consiguientes y en su oportunidad archívese el Toca donde corresponda.
A S Í, por unanimidad de votos lo resolvieron y firman los señores Magistrados que integran la H. Segunda Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, MAESTRA OLGA REGINA GARCÍA LÓPEZ, LICENCIADO MARTÍN CELSO ZAVALA MARTÍNEZ y LICENCIADO JUAN JOSÉ MÉNDEZ GATICA; quienes actúan con Secretaria de Acuerdos que autoriza, Mtra. en Administración de Justicia María de los Ángeles Herrera Monreal, siendo ponente la primera de los nombrados y Secretaria de Estudio y Cuenta Licenciada ELIMINADO. Doy Fe. 
